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En educación hay temas que son difíciles, complejos; temas de los que se habla todo el tiempo y de los que a la vez, no se habla nunca. La evaluación es una estas cuestiones que posee facetas que incomodan y plantean muchas contradicciones. Estamos, a nivel regional, viviendo una época de enormes cambios políticos, sociales y culturales. Nos encontramos en un momento de grandes discusiones que nos permite poner en debate una serie de temáticas educativas, entre las cuales se encuentra también la evaluación. 

Un aspecto que me parece interesante mencionar, y que no es menor, es el que tiene que ver con la comprensión del fenómeno evaluación. Problematizar la evaluación se relaciona también con darle a dicho proceso una definición ligada a lo educativo, a lo escolar, a sabiendas que la misma suele entenderse generalmente de acuerdo a claves pertenecientes a otros ámbitos de la sociedad. Por supuesto que en la gestión de las instituciones educativas, y la implementación de las políticas en esta área son centrales las herramientas que permiten generar tanto un contralor, como indicios y referentes de medición que ayuden a optimizar y mejorar la gestión educativa. Pero resulta fundamental poder discernir y estar prevenidos ante la persistencia de cierto sentido común, en ocasiones muy arraigado, que pone en un plano de equivalencia a la evaluación con el  control y  la medición.

El primer desafío es, entonces, no quedarnos cautivos de ciertos  discursos que nos confunden al reducir la evaluación sólo a mecanismos de medición o  control. Esos discursos sostienen que lo único que cuenta son los resultados, o de modo más preciso, algunos tipos de resultados, sin importar las condiciones en que se producen, los sujetos involucrados, ni los procesos que los hicieron posibles. 
Me parece que estamos ante una oportunidad pedagógica y política para construir una nueva agenda en lo que se refiere fundamentalmente a políticas de evaluación; una agenda que permita desligarnos de la urgencia, a veces de índole mediática, de buscar víctimas y culpables, para pasar a plantearlo en términos de una corresponsabilidad de las políticas públicas. Esta corresponsabilidad requiere ser resuelta en el marco institucional de la escuela, del Consejo Federal de Educación, de cada ministerio de educación, incluyendo a todos los actores de la comunidad educativa en primer término, así como a otras instituciones del Estado y de la sociedad fundamentales para enriquecer y fortalecer los procesos de inclusión educativa en clave de derechos y responsabilidades, nacionales, jurisdiccionales, locales, de cada institución y en las aulas.  

Desde el Ministerio de Educación de la Nación estamos  comprometidos con esta labor. Los ministros de la región a su vez han dicho que se continuará trabajando y profundizando todo lo que tiene que ver con los sistemas operativos de evaluación en cada Estado, y han mostrado también una enorme disposición a generar nuevas preguntas y arriesgar propuestas en clave regional, aprovechando el viento a favor de América latina para pensar estrategias compartidas. En este sentido sostengo que es un paso inicial positivo desmarcarse, tomar distancia de esta obsesión resultadista que no le pertenece sólo a la escuela, y que se relaciona con valores muy arraigados en nuestras sociedades, como los valores del mercado, de la educación concebida como derecho individual, que estimula o naturaliza la competencia como la única forma de convivencia, soslayando las practicas cooperativas, los esfuerzos colectivos como condición necesaria para la construcción de mejores escuelas, para la construcción de una ciudadanía más plural y democrática. Esta toma de distancia del “resultadismo” se hace más indispensable, en tanto el punto de partida no es el mismo para todos los adolescentes. No es lo mismo un secundario que nació como privilegio y fue selectivo durante el siglo XX, que un secundario en clave de la Ley de Educación Nacional (2006) que establece la obligatoriedad escolar secundaria, la escuela como un derecho social para todos/as nuestros/as  jóvenes. Estamos revisando y transformando la escuela secundaria. La evaluación también debe atravesar dichos procesos, estando advertidos en primer lugar sobre la necesidad de acompañar y fortalecer las trayectorias de muy diversos alumnos y alumnas, con desigual recorrido escolar, familiar y cultural.  Ayudar a que cada uno y todos construyan su oficio de estudiantes, es un imperativo, así como también derribar prejuicios, rótulos y estigmatizaciones, alentando la posibilidad como camino y a contramano de la carencia como único calificativo. 
Quizás la carrera  de postas
 (incluida la que tiene obstáculos) sea una buena metáfora para pensar el desafío de la evaluación, ponderando el valor diferencial del trabajo colectivo. Reconociendo la importancia de la destreza individual como parte de un trabajo de conjunto, no como una modalidad de desempeño único y natural. Quizás sería interesante imaginar una carrera donde el triunfo de un equipo no se mida  por el tiempo que marca la llegada del primero sino cuando el último del equipo atraviesa la línea de llegada. Apostando, de esta manera, a la necesidad de construcción colectiva y la asunción de responsabilidades al respecto.
Lo que le da legitimidad a las políticas de evaluación y control es la función política de un proyecto pedagógico. La medición, entre otros muchos procesos, debe supeditarse a ella. Sin duda, los efectos de las políticas neoliberales no han sido para nada capilares o mejor dicho, superficiales; han calado hondo, muy profundo en las subjetividades  sociales y también en las pedagógicas. No podemos negar que hay unos cuantos términos que se han naturalizado; términos que pertenecen mucho más a la lógica de un lenguaje mercantil que a una definición propia del campo educativo o vinculada a políticas de Estado. Calidad, excelencia, inclusión, igualdad son parte de esta contienda, que no es solo semántica sino centralmente política. Creemos firmemente que hay que disputar el sentido de estas palabras, pero no por el afán de ser políticamente correctos ni como gesto declarativo, o como parte de un preciosismo pedagógico. Es un momento propicio para disputar el sentido de la evaluación porque estamos transitando por políticas públicas que generan las condiciones materiales para que eso ocurra. Un indicio de ello es el 6,4 % del PBI de un país destinado a la educación. 

En la Argentina tenemos por delante la posibilidad de dar este debate, a partir de lo que podemos decir que es una década ganada, ganada en términos de inversión económica, política y estratégica en educación. Esto implica la posibilidad de pensar la evaluación en el marco de la recuperación de la centralidad del Estado; y en relación a esta temática hay claramente otras condiciones para disputar el significado de la evaluación, el significado de lo que es calidad educativa. Condiciones que permiten revisar, repensar y seguir profundizando otro proyecto de infancias, otro proyecto para los adolescentes, otras escuelas, o las mismas, pero mejores. 

La evaluación en los términos que estamos planteando es sólo una parte más, un componente del proyecto educativo y no viceversa. En ese sentido, hace algunos meses,  hemos presentado desde el Ministerio de Educación el Plan Nacional de Educación Obligatoria y Formación Docente. 
Sostenemos la  evaluación desde una posición de responsabilidad ética y política. Esto significa hacernos garantes –en el contexto de nuestro país, tomando en cuenta las relaciones entre nación, provincias, municipios, entre los diferentes niveles de los Estados– del aprendizaje de nuestros alumnos y nuestras alumnas. Volvernos garantes de estos aprendizajes desde la evaluación significa tener y hacer confianza, asumir el rol de un Estado Educador, significa asumir un riesgo por todas las jóvenes generaciones. Esa confianza no es otra que la que les va a permitir a nuestros niños y jóvenes confiar más en sí mismos ampliando el horizonte de sus propios logros. Es una confianza que va a contramano de los discursos y políticas que se limitan a enfatizar la carencia, lo que falta e incluso favorecen la autoculpabilización de los más jóvenes. Nosotros vamos por la autoridad de un Estado Educador que se autoriza en la enseñanza y el cuidado de los más nuevos, que evalúa para enseñar y aprender más y mejor. 

Estamos, entonces, ante la oportunidad de promover nuevas coordenadas de una cultura evaluativa que esté atenta a no convertir en un fin lo que es estrictamente un medio, una herramienta, un cierto modelo de evaluación. Hay que hacer propia una cuestión que se suele sostener con fuerza el Ministro de Educación argentino, y es que tal vez la transformación pasa por desplazar la obsesión resultadista del mercado por la obsesión de un Estado que quiere incluir a todos los chicos y adolescentes en la escuela con más y mejor formación educativa. 

� Subsecretario de Equidad y Calidad del Ministerio de Educación de la Nación.


� la carrera con postas o también conocida con el nombre de relevos es una disciplina atlética no solo  individual sino centralmente colectiva,  en equipos. Son cuatro corredores por cada equipo, cada uno de ellos  cubre un cuarto de la distancia total antes de traspasarle el bastón o testimonio  al siguiente corredor. Los traspasos tienen reglas especiales y técnicas y deben hacerse dentro de áreas específicas.  Ese  tramo en que un corredor le pasa el testimonio a su compañero es decisivo. De lo que allí suceda, de cómo se desarrolle ese instante fugaz  pero definitorio, dependerá  el futuro inmediato y posiblemente determine en gran medida la potencia de lo que ocurrirá





